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EDITORIAL

“Hay, entonces, mucho que celebrar. Y, por ello, debemos felicitar especialmente al destacado y profesional equipo peruano que llevó adelante todo el proceso ante el tribunal de La Haya, equipo al que el país le debe 
mucho”. Editorial de El Comercio No más distancia / 28 de enero del 2014

HUMOR PROFANO

EL ALZA DE PENSIONES EN LOS COLEGIOS CUBA, ANFITRIONA DE LA CELAC

EL TÁBANO

Tres lecciones

Il Duce del Morro

Luego del fallo de La Haya, hay varias cosas de las que podemos aprender.

E l fallo emitido por el tribunal de La 
Haya, como señalamos ayer en este 
mismo espacio, trajo varias cosas po-
sitivas al país: luego de casi 200 años 
tenemos fi nalmente defi nidas todas 

nuestras fronteras, hemos dejado de tener ex-
cusas para no acercarnos más a Chile, y gana-
mos un importante territorio marino, entre 
otras.

A raíz del fallo, además, hay por lo menos 
tres lecciones que el Perú puede rescatar.

La primera de ellas es que sí es posible abor-
dar temas de gran importancia en nuestro país 
desde una perspectiva de Estado y no solo pen-
sando en los intereses del gobierno de turno. 
Por tres administraciones sucesivas el tema del 
confl icto limítrofe se manejó con visión de largo 
plazo. El gobierno actual incluso tuvo el acier-
to de mantener a los competentes funcionarios 
que nombró su antecesor para llevar el caso, 
con la fi nalidad de no entorpecer el trabajo que 
ya se había venido realizando.

Es fácil imaginar cuánto más avanzaríamos 

si este tipo de visión de Estado estuviese presen-
te en el resto de temas de los que se encargan 
nuestros gobernantes. Pero eso, desgraciada-
mente, no sucede. Un ejemplo es el caso de la 
política educativa, donde es común que cada 
nueva administración retroceda por donde vi-
no el gobierno anterior para luego buscar una 
nueva dirección. Es lo que vimos, 
por citar un caso, con la reforma 
magisterial iniciada por el go-
bierno aprista. Aprobarla costó 
mucho y ya se habían logrado los 
primeros avances, sin embargo 
el nacionalismo decidió parali-
zarla para empezar de nuevo y hoy todavía no 
vemos ningún resultado. Es cierto que había va-
rias cosas que mejorar pero, si cada gobierno va 
a empezar en este tema desde cero, es evidente 
que nunca vamos a llegar a ningún lado. Y algo 
similar se puede decir de la mayoría del resto 
de sectores, como por ejemplo la seguridad in-
terna: todo gobierno anuncia una reforma que 
el siguiente no continúa y la única constante es 

que, apenas llega al poder, cada presidente des-
cabeza a aquellos jefes que no siente cercanos a 
su partido sin importarle qué proyectos estaban 
liderando.

Una segunda lección que podemos tomar 
tiene que ver con el tema de la regulación de la 
pesca. Y es debido al fallo que se ha hecho aun 

más evidente en qué parte del 
mar se focaliza la anchoveta y có-
mo podría aprovecharse mejor 
este importante recurso.

El país vecino ha señalado que 
su industria pesquera no se ha 
visto mayormente afectada por la 

resolución de La Haya pues el 60% de la ancho-
veta se encuentra en las primeras 10 millas. Los 
datos, que parecen tan evidentes para los chi-
lenos, vienen siendo negados por el Ministerio 
de la Producción desde hace buen tiempo. Este, 
de hecho, busca evitar que la pesca industrial 
ingrese a las primeras 10 millas, a pesar de que 
esto no signifi caría un peligro de depredación 
gracias al sistema de cuotas al cual están sujetas 

sus naves. Así, estamos frente a una actitud que 
impide que nuestros recursos marinos se explo-
ten en todo su potencial dentro de un esquema 
sostenible.

Finalmente, hay una tercera lección que 
podemos extraer de lo que sucedió luego del 
fallo: nunca hay que confi ar en la madurez de 
nuestros políticos al momento de la foto. Con 
lo bien que todos habían manejado el asunto 
de La Haya, varios volvieron a su ‘normalidad’ 
una vez que se conoció la resolución de la corte, 
haciendo lo posible por llevar la mayor canti-
dad de agua para su molino. El señor García, 
por ejemplo, se desesperó por hacer las prime-
ras declaraciones sin esperar que el presidente 
Humala hiciese el pronunciamiento ofi cial del 
Estado Peruano. El señor Humala, por su lado, 
perdió una gran oportunidad de cerrar el tema 
como un estadista, al organizar un mitin fue-
ra de Palacio de Gobierno, donde más parecía 
candidato en campaña que presidente, y donde 
izó la bandera de su partido, polarizando lo que 
debió ser un momento de unión. 

L o que hemos escuchado estos últimos 
días sobre el fallo de La Haya puede 
resumirse en “todos somos ganado-
res”: los peruanos adquirimos una 
porción de mar, los chilenos se queda-

ron con una importante área de pesca y todos 
podemos pasar la página, concentrándonos en 
la hermandad y la espiritualidad ‘new age’ que 
probablemente haría a nuestros próceres retor-
cerse. Ahora, muy bonito hasta aquí, pero viene 
entonces la pregunta importante: ¿quién es el 
verdadero ganador de todo esto?

¿Humala tal vez? Aunque seguramente al-
gunos podrían creer eso después de escuchar su 
discurso en la puerta de Palacio, de ver ondean-
do la bandera del nacionalismo y de observar 
una sonrisa que nos recordó que eso es lo más 
cerca que estará a tener una victoria militar des-
de que su compañía ganó la última pichanga, 
no es él quien más provecho sacará de esto.

¿Toledo quizá? Después de todo, su gobier-

C on la proximidad del inicio 
de un nuevo año escolar, 
diversos problemas que 
defi nen nuestra educación 
empiezan a cobrar mayor 

presencia entre padres, estudiantes, 
docentes y otros involucrados en el 
tema. Uno de esos problemas se vincula a un 
reciente llamado hecho desde el Parlamento 
sobre el derecho de las personas a ser infor-
madas oportunamente acerca del alza de pen-
siones en colegios particulares. En efecto, la 
legislación vigente (Código de Protección del 
Consumidor; Ley 29571, artículo 75) así lo 
contempla y, consiguientemente, las personas 
que vean violentado este derecho pueden de-
nunciarlo para que la autoridad proceda como 
corresponda (aplicando multas).

Frente a esta situación surgen algunas vo-
ces que se preocupan por el posible impacto 
sobre la inversión privada en educación que 
estas multas puedan tener. Si bien es legíti-
mo discrepar con una norma, no lo es tratar 
de evitar su aplicación. La aplicación de la ley 
no debería ser discutida y quienes discrepen 
pueden proponer las modifi caciones corres-
pondientes. 

Por otra parte, la existencia de legislación y 
mecanismos coercitivos vinculados, por ejem-
plo, con derechos del consumidor o laborales, 
se asocia a que el mercado de competencia per-
fecta solo existe en libros y no en el mundo real, 
donde asimetrías de información y poder de-
ben ser subsanadas por la acción pública.

Del mismo modo que la ley y el aparato es-
tatal garantizan la propiedad, otros derechos 
también deben ser garantizados. Lamenta-
blemente, existe cierto espíritu que en aras de 
la rentabilidad está dispuesto a desdeñar de-
rechos ajenos. Esto recuerda a un economista 

del siglo XIX que se oponía a la reduc-
ción de la jornada de trabajo porque, 
supuestamente, ¡la rentabilidad recién 
se generaba a partir de la undécima ho-
ra! Parece que en el siglo XXI este tipo 
de ideas ha recobrado predicamento, 
pues el derecho a una jornada de ocho 

horas es letra muerta en muchos lugares.
Sin embargo, el problema fundamental 

que me parece necesario destacar aquí es que 
el problema de las pensiones escolares va más 
allá de consideraciones sobre protección al 
consumidor y la operación del mercado. La 
educación (aprender) es un derecho funda-
mental de las personas que en forma diaria y 
sistemática es violentado tanto en algunas es-
cuelas gestionadas por agentes privados como 
por el propio Estado, que tiene como obliga-
ción fundamental velar por ese derecho.

Esta situación sugiere que el Estado debe 
preocuparse más, y crear las herramientas 
consiguientes para asegurar derechos, super-
visando y sancionando donde sea necesario, y 
apoyando e impulsando donde se requiera. Se 
ha  pensado siempre que el Estado debe gestio-
nar escuelas y contratar maestros (haciendo 
mal ambas cosas) en vez de asegurar derechos.

Es tiempo de pensar en las herramientas 
(por ejemplo, una institución independien-
te de inspección, como en el Reino Unido) que 
debe tener la gestión pública para que el dere-
cho a aprender se garantice en todas las escue-
las, independientemente de quién las gestio-
ne. Esto, por su parte, contribuirá a generar 
una cultura de derechos (ajena, por ejemplo, 
a pensar que cuando un automovilista permi-
te que un peatón cruce por una esquina le está 
haciendo un favor) que es absolutamente ne-
cesaria para consolidar una institucionalidad 
democrática.

L os inicios del 2014 son som-
bríos para la democracia en la 
región. Que Cuba, la dictadura 
más longeva del continente, 
sea la anfi triona de los 33 paí-

ses de la Comunidad de Estados Lati-
noamericanos y Caribeños (Celac), nos 
alerta del poco o nulo compromiso que nuestros 
gobiernos tienen con los principios democráti-
cos, el Estado de derecho y las libertades. 

La hipocresía internacional viene desde ene-
ro del 2013, cuando Raúl Castro fue aplaudido 
e investido como presidente de la Celac por go-
bernantes que se jactan de ser demócratas. ¿Có-
mo es posible que Cuba sea elegida, siendo una 
dictadura, para presidir una organización que 
supuestamente ha sido creada para defender 
y proteger el orden democrático y los derechos 
humanos? ¿Cómo Cuba puede ser anfi triona de 
una cita que evaluará el seguimiento a declara-
ciones inspiradas en construir sociedades jus-
tas, democráticas y libres?

Cuba viola constantemente todos los princi-
pios democráticos. Los Castro se han perpetua-
do en el poder por más de cincuenta años con un 
sistema de partido y pensamiento único, sin elec-
ciones libres, sin libertad de expresión y con un 
férreo aparato represivo de persecución política 
a los opositores. Sin embargo, desde la constitu-
ción de la Celac ningún gobierno latinoamerica-
no ha protestado por la incorporación y perma-
nencia de la dictadura cubana en el organismo. 

Y el cinismo de la Celac no tiene límites: en 
su “Declaración especial sobre la defensa de la 
democracia” se acordó una cláusula que obliga 
a sus miembros a adoptar acciones concretas 
cuando exista una amenaza de alteración del 
orden democrático. Allí mismo expresa que se 
buscará el pronunciamiento de la comunidad la-
tinoamericana y caribeña, y que contribuirán a 

la restitución del proceso político institu-
cional democrático y del Estado de dere-
cho a la brevedad posible. 

Es una burla perversa de este esper-
pento de organismo continental, pues 
pone a una dictadura a custodiar que no 
se altere el orden democrático de la re-

gión. De ser Celac una organización seria y con-
secuente, el primer país en el que debe tomar 
medidas concretas para restituir el proceso po-
lítico institucional democrático a la brevedad 
posible debe ser en Cuba. Según su “Declaración 
especial sobre la defensa de la democracia”, los 
33 gobernantes deberían estar buscando el pro-
nunciamiento de la comunidad latinoamericana 
y caribeña para sancionar al gobierno de Cuba y 
pedir que haya una restitución del orden demo-
crático.

Por el contrario, la infamia de este organismo 
continúa. El lunes y ayer sus miembros se reunie-
ron en La Habana, y nadie pareció exigir que Cuba 
se sujete a los compromisos democráticos. Ade-
más, resultó desconcertante la asistencia de los 
secretarios generales de la ONU y de la OEA, situa-
ción desalentadora si tan destacados representan-
tes internacionales ni siquiera se reunieron con la 
disidencia, que viene siendo amordazada, amena-
zada y arrestada por organizar pacífi camente un 
foro democrático paralelo a la cumbre de la Celac.

Vergonzosamente, los gobiernos latinoame-
ricanos empiezan el 2014 reverenciando a una 
dictadura y dándole la espalda a la democra-
cia, vaciándola de contenido, haciendo de ella 
cualquier cosa, transgrediendo la dignidad de 
un pueblo víctima de unos tiranos. Es hoy, sin 
duda, uno de esos momentos en que es impos-
tergable la expresión de solidaridad de los ciu-
dadanos demócratas de la región frente a la ve-
nia y complicidad de nuestros gobernantes con 
una tiranía.

OPORTUNISMO
Nunca hay 
que confi ar 

en la madurez de nuestros 
políticos al momento 

de la foto.

- MARIO MOLINA - - SOSTIENE MENÉNDEZ -

no –como oportunamente nos recordó– inició 
la etapa de preparación de la controversia jurí-
dica. Pero Toledo, después de Ecoteva, no es el 
mayor ganador de nada

El ganador del año es el autor de la vaca del 
Nuevo Mundo: Alan García. Alan, il vero precur-
sor de la victoria peruana, quien saludó que a él 
le tocó dar el primer paso “enviándole una carta 
al general Pinochet”. Alan, a quien  vimos viendo 
la sentencia por televisión nacional (¿?). Alan, 
a quien escuchamos declarar inmediatamente 
después de que terminó el fallo. Alan, quien no 
habrá logrado que embanderemos nuestras ca-
lles pero sí nuestros corazones. Y es que, como él 
mismo predijo, “Lima oyó al fi nal el mugido, / y 
el Ande entero tembló”.

Multas y algo más Infamia para la democracia 


